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COMISIÓN DE SEGURIDAD SOCIAL DEL PIT-CNT 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 17 de marzo de 2004 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante José Luis Blasina. 
MIEMBROS: Señores Representantes Schubert Gambetta y Gustavo Silveira. 


INVITADOS: Por la Comisión de Seguridad Social del PITCNT: señores Oscar Moreno, Jorge Otonello, 
William Filgeira, Roberto Hermida, Jorge Rongolino, Miguel Heredia y señora Liliana 
Cabrera. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Blasina).- Recibimos con mucho gusto a la señora Liliana Cabrera y a los 
señores Oscar Moreno, Jorge Otonello, William Figueira, Roberto Hermida, Jorge Rongolino y Miguel 
Heredia, integrantes de la Comisión de Seguridad Social del PPT-CNT, quienes nos habían hecho llegar 
con bastante antelación el memorándum que ahora van a desarrollar. 


Antes de cederles el uso de la palabra les informo que dilatamos el comienzo de esta entrevista porque el 
señor Diputado Silveira debió retirarse por un momento y resolvimos esperarlo, pero no podemos aguardar 
más porque a la hora 15 está prevista una sesión extraordinaria de la Cámara. 


SEÑOR HEREDIA.- En primer lugar, agradecemos a la Comisión de Seguridad Social de la Cámara 
de Diputados que nos haya recibido en el día de hoy. 


Todos los compañeros aquí presentes somos integrantes de la Comisión de Seguridad Social del PITCNT y 
de su Secretariado. Estamos aquí a efectos de presentar a los miembros de esta Comisión una docena de 
proyectos de ley que impulsa el movimiento sindical. 


Estos proyectos no son la solución final de lo que es nuestra idea de seguridad social para este país, pero sí 
constituirán un gran aporte y una gran ayuda para quebrar la rigidez que hoy por hoy tiene el sistema que rige 
los destinos de la seguridad social a partir de la implementación de la Ley_N* 16.713. 


Lamentablemente, a casi ocho años de vigencia de esta Ley, la idea que tenía el movimiento sindical de lo 
que sucedería una vez que entrara en vigencia esta disposición, se ha confirmado. Lamentamos esto porque si 
nosotros nos hubiéramos equivocado, la situación de nuestra gente sería mucho mejor. En definitiva, de eso 
se trata la seguridad social, que es un derecho humano fundamental que, como tal, debería alcanzar a todos 
los ciudadanos del país y tendría que implementarse como una verdadera política de Estado. 


Lamentablemente, con la introducción del lucro en la seguridad social se deja de lado, precisamente, aquello 
a lo que entendemos que deberían apuntar las políticas sociales llevadas adelante por el Estado. 


Dicho esto a modo de presentación, remarcamos que no es la solución definitiva. En aquel momento 
estábamos de acuerdo tanto los sectores políticos como los sociales -hablamos particularmente del sector 
sindical y del de jubilados y pensionistas-; coincidíamos en que el sistema previsional debía transformarse. 
Pero no estaba en la cabeza de nadie la dirección en la que apuntaría la ley que en definitiva fue aprobada. 


Por ello, la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT, a través de un intenso trabajo del equipo de 
representación de los trabajadores en el Banco de Previsión Social, realizó la recopilación de diversos 
proyectos de ley, muchos de los cuales ya cuentan con la iniciativa de distintos legisladores del espectro 
político nacional y han sido objeto de acuerdos políticos. Nuestro interés no es decir que el PP-CNT hizo 
determinado proyecto de ley; lo importante es la dirección en la que apuntan estas iniciativas y, en definitiva, 
que su beneficiaria sea toda nuestra gente. 


A partir de la aprobación de la Mesa Representativa del 4 de agosto, se inició un camino de presentación de 
estos proyectos de ley con el fin que mencioné anteriormente. 


SEÑOR MORENO.- Integro el Secretariado de la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT y 
también soy directivo de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social. 


A nosotros estos temas nos llegan muy cerca, no sólo por integrar la Comisión sino por trabajar en el Banco 
de Previsión Social y estar diariamente del otro lado del mostrador, atendiendo la problemática de la gente 
más carenciada. 


Sabemos que los señores Diputados tienen los proyectos y sus explicaciones; por ello, sólo vamos a 
argumentar sobre algunos de ellos. Hay dos que tienen que ver con la edad de las personas. Uno refiere a la 
jubilación por edad avanzada, que hoy se otorga a una persona que tenga 70 años de edad y 15 años de 
trabajo. El planteamiento concreto que se está haciendo y que tiene iniciativa de los señores Diputados 
González Álvarez, de Colonia, y Bosch, de Durazno, apunta a llevar la edad a los 65 años. Es decir que una 
persona de 65 años -que es una edad avanzada- que tenga 15 años de trabajo podría acceder a una jubilación 
de este tipo. Por supuesto que para calcular esta jubilación se tiene en cuenta un promedio menor, porque 
sabemos que hay personas que con 65 años pueden haber trabajado muchos años. Eso está contemplado en 
este proyecto, fundamentalmente para la persona que no puede tener más años, para que con quince años de 
trabajo y con sesenta y cinco años de edad se pueda jubilar. 


Lo otro que tiene que ver con estas edades tan avanzadas es el tema de la pensión a la vejez. Hoy es necesario 
tener setenta años; la ley anterior exigía setenta años para el hombre y sesenta y cinco años para la mujer, 
pero se pedían diez años de servicio. Nosotros planteamos que la pensión a la vejez se otorgue a los sesenta y 
cinco años de edad, una edad también muy avanzada. La pensión a la vejez se otorga en el caso de personas 
que no tienen recursos y tampoco sus familiares como para poder solventarlas, inclusive con el agravante que 
tiene la Ley_N* 16.713 de que muchas personas con sesenta y cinco años todavía no tienen causal jubilatoria, 
muchas veces porque no llegan a tener el mínimo de años de trabajo. 


Con relación a este tema de la pensión a la vejez y a la invalidez, que también otorga el Banco de Previsión 
Social, otro de los temas planteados es el de los topes que piden a los familiares para que la persona pueda 
tener derecho. Se sabe que en la situación en que esa persona se encuentra, en nuestra sociedad es muy difícil 
para alguien que tenga una familia poder solventar los gastos de un padre o de una madre que esté en 
situación de indigencia. Hoy se da la situación de que el Banco de Previsión Social pide a los familiares 
determinados ingresos que rondan los $ 5.000 y a quien esté cobrando más de esa cantidad, al padre o a la 
madre no le dan la pensión a la vejez. 


Hace pocos días se presentó un antecedente en el Banco de Previsión Social, fundamentado por el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, por el que una persona que vaya a la Justicia a pedir una retención por 
ejemplo a un hijo que gana determinado monto de dinero -son familiares obligados; cualquier persona si está 
en situación de indigencia puede concurrir al Juzgado a solicitar esa retención si su hijo gana determinada 
cantidad de dinero-, hasta $ 10.000 no se hace la retención obligatoria. Eso lo dictaminó el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo a una persona que hizo un recurso. Esto también avala lo que nosotros 


planteamos en el sentido de que los topes de esos familiares tienen que ser más altos, teniendo en cuenta que 
están tomados por el salario mínimo nacional y tres salarios mínimos nacionales son algo más de $ 3.000. 


Otro tema que queremos plantear es el de los servicios que le piden a la persona. Hoy están pidiendo treinta y 
cinco años de trabajo y sesenta años de edad. Quiere decir que una persona puede tener sesenta y cinco años 
de edad, pero si tiene treinta y tres años probados no se puede jubilar; le tenemos que decir que espere hasta 
los setenta años de edad, en el caso de que no cambiáramos lo anterior. Pensamos que se exigen muchos años 
de servicio, por lo que se plantea que con sesenta años de edad y treinta de trabajo la persona se pueda retirar. 
No estamos planteando la rebaja de los años; sabemos que es algo que perfectamente se puede resolver y hay 
muchas personas que tienen más de sesenta años y treinta y tres o treinta y cuatro de trabajo y todos sabemos 
que a una persona a esa edad no se le puede decir "vaya a buscar trabajo; trabaje uno o dos años más a los 
efectos de que se pueda jubilar". 


SEÑOR HEREDIA.- Nos vamos a referir al proyecto que aquí planteamos de extensión de las 
asignaciones familiares, pero previamente queremos decir que sabemos que en la última sesión de la 
Cámara de Diputados del año pasado fue aprobado un proyecto de ley de extensión de las asignaciones 
familiares. Con respecto a esto, queremos plantear lo siguiente. 


En primer lugar, en cuanto a los topes -como bien decía el señor Moreno-, tengamos en cuenta que estamos 
obligando a familiares, si perciben un monto por encima de los tres salarios mínimos nacionales, cuando 
inclusive la Justicia entiende que no se puede obligar a la persona que percibe menos de $ 10.000, 
considerando las condiciones económicas que hoy está atravesando la gente. 


En segundo término, si bien acompañamos lo resuelto por el cuerpo legislativo con respecto a la extensión de 
las asignaciones familiares para todos los hogares de bajos recursos, encontramos dos problemas. Primero -es 
lo que nosotros planteamos en el proyecto y son de las cosas que llaman la atención-, este proyecto cuenta 
originalmente con la presentación del señor Diputado Lara y de la señora Diputada Argimón y fue resuelto 
que se llevara adelante en la Cámara de Diputados por el Encuentro Progresista-Frente Amplio. Segundo, 
figura en el replanteo de Gobierno realizado por el Partido Nacional al Partido Colorado y sin embargo hay 
cosas que no se han tenido en cuenta. Por ejemplo, de lo aprobado, el artículo 8” establece lo siguiente: "El 
Poder Ejecutivo establecerá la fecha a partir de la cual entrarán en vigencia las prestaciones previstas en esta 
ley," -o sea, la extensión- "atendiendo a las disponibilidades de Tesorería y los ingresos que obtenga de las 
cuotas partes que le pertenecen en los Fondos de Recuperación Bancarios][...]". Entendemos que es una 
limitante en el sentido de que no se sabe cuándo va a existir verdaderamente la disponibilidad de esos fondos 
como para que pueda entrar en vigencia la ley. 


También existe otro agravante: en el día de ayer, por medios de prensa nos enteramos que lo aprobado por el 
Parlamento, tanto por Diputados como por el Senado, ha sido parcialmente vetado por el Poder Ejecutivo, 
entendiendo que limitaba sus condiciones de reglamentar. Esto lo consideramos grave en el sentido de que la 
ley fue aprobada; si bien pensamos que podría haberse llegado a un poco más, estamos de acuerdo con lo que 
el Parlamento Nacional ha resuelto, que ha sido -por lo menos por esta forma- la extensión de la asignación 
familiar. El agravante es decir "vetamos parcialmente la ley", porque se cortan las facultades de 
instrumentación del Poder Ejecutivo cuando sabemos que la ley tiene que cumplirse y se debe instrumentar. 


¿Qué pasa cuando el Poder Ejecutivo demora en la instrumentación de una ley? Muchas veces eso lo resuelve 
el propio BPS. Se trata de la aplicación de instrumentaciones a efectos de que se cumpla, por ejemplo, la 
certificación de los estudios de los niños, a fin de poder cobrar las asignaciones familiares. Eso está 
comprendido dentro de la normalidad del funcionamiento. Como bien decía el señor Moreno el magro tope 
de los tres salarios mínimos sigue estando vigente -porque todavía no fue modificada la ley aprobada en el 
Parlamento- y, por otro lado, lo que tiene que ver con esperar a que haya disponibilidad de fondos en la 
recuperación bancaria; ahora tenemos el agravante de lo resuelto por el Poder Ejecutivo. 


Los subsidios por enfermedad también tienen que ver con lo expresado anteriormente. Lo que aquí 
planteamos es la elevación del tope que está fijado en tres salarios mínimos, eliminando la incompatibilidad 
entre el cobro de subsidios que paga el BPS y el cobro de otros subsidios por empleo y el sistema de 
cobertura. 


Esto proviene de un antecedente planteado por Diputados del Partido Independiente. 


SEÑOR HERMIDA.- Me toca hablar de las propuestas que no son nuestras -como ya lo dijo el 
compañero-, que se han venido impulsando o proponiendo desde hace algún tiempo. Una es la 
compatibilidad entre el subsidio por incapacidad y el trabajo. Inclusive, esta propuesta ha sido elevada 
por el propio Directorio del BPS al Gobierno y de éste al Parlamento. Necesitaríamos que los 
legisladores sancionen esta iniciativa. 


Creemos que es de absoluta justicia en función de que, como pasa con casi todas las propuestas que fueron 
planteadas, muchas tienen que ver con modificaciones a la Ley N* 16.713 que, en el marco de una gran 
improvisación, dejó a muchísimos sectores de trabajadores y jubilados en una situación realmente deficitaria 
desde el punto de vista de sus necesidades. En definitiva, se trata del cumplimiento de uno de los derechos 
fundamentales establecidos por las Naciones Unidas que implica un nivel de ingresos que permita a la 
persona subsistir en forma digna. 


Como decíamos, esta propuesta fue promovida por el propio Directorio del Banco de Previsión Social y 
creemos que sería de fácil sanción dado que el Gobierno luego la elevó al Parlamento. Entonces, sería 
necesario solamente la sanción por parte de los legisladores. 


No quiero extenderme demasiado en estos temas porque supongo que tienen en su poder todo este material. 
Por lo tanto, no sería necesario dar las argumentaciones, los orígenes o los elementos que hacen que hoy 
estemos acá a fin de intentar sensibilizar a los sectores político que integran este Parlamento para, de una vez 
por todas, resolver estos temas. 


El otro asunto que nos trae por acá refiere a la atención médica para jubilados por incapacidad. Queda claro 
que aquellas personas que están jubiladas por incapacidad, desde el punto de vista de la atención médica, sus 
necesidades son muchísimo mayores que las de un jubilado común. Ni en un caso ni en el otro los jubilados 
hoy por hoy aseguran su asistencia médica. No hay legislación que los ampare luego de haber dejado sus 
tareas en las que están cubiertos por los convenios con la empresa o a través de las propias organizaciones 
sindicales, y dejan de contar con la posibilidad de una asistencia sanitaria. Esta propuesta está planteada 
desde diciembre de 2001; fue promovida por la bancada de Diputados del Encuentro Progresista. También 
creemos que es de justicia tener en cuenta esta iniciativa en un futuro lo más cercano posible, llevarla 
adelante y sancionarla legislativamente como corresponde. 


SEÑORA CABRERA.- Me voy a referir al proyecto sobre el derecho de los concubinos. Debemos tener 
en cuenta las situaciones informales de las parejas que han aumentado en un 200%, según los datos 
brindados por el Instituto Nacional de Estadística; estas parejas están por fuera de lo que es el marco 
legal. Por tanto, tendríamos que atender esta situación. 


El proyecto apunta a incluir estas parejas dentro de lo que es el sistema de la seguridad social. Entonces, ante 
el fallecimiento de uno de los concubinos, el concubino supérstite podría quedar amparado legalmente, 
teniendo en cuenta ciertos requisitos como, por ejemplo, deberá contar con cinco años de concubinato y si 
tiene descendencia, dos años; este plazo se acorta a fin de poder incluirlo en el marco legal. 


El otro proyecto refiere a las facilidades para pequeños patrones. La Ley N* 16.713 deroga en forma indirecta 
lo que es la regulación; es decir, deja afuera a todos aquellos patrones artesanos, enfermeros, lavanderos, 
pequeños comerciantes que habiendo aportado cierta cantidad de años y faltándole, por ejemplo, dos años, 
quedaron fuera de este sistema. Con la ley anterior, se había conseguido que cuando se le otorgara la 
jubilación a la persona podía ir pagando la deuda mediante el descuento de sus haberes. Entonces, la nueva 
ley que deroga la anterior los deja totalmente desprotegidos. 


SEÑOR HEREDIA.- El siguiente proyecto refiere a la mejora de la ley de ambulantes y el 
monotributo. 


Recogiendo diversas aspiraciones del sector, nuestra intención es que se mejore esta ley. Hoy por hoy 
tenemos la clara muestra de que en consideración a la cantidad de ambulantes que se han acogido al 
monotributo, entendemos que, sin duda, no recoge la aspiración inicial del legislador cuando sancionó la ley 
que trataba de dar la mayor cobertura dentro de ese sector a fin de poder incluirlo en el sistema de seguridad 
social. 


Sin duda, una de las cuestiones que ha incidido brutalmente es la última recesión económica de la cual, según 
los indicadores, estamos saliendo pero que todavía no ha surtido el efecto que se pensaba en el sector. 
Pensamos que obra en contra de ello que por la tributación mínima no se tienen ni los derechos de DISSE ni 
los de Asignaciones Familiares. Entonces, planteamos que habría que ajustar sistemas con respecto a la 
recaudación, la forma de fiscalización, aunque pensamos que la extensión de estos derechos obraría de 
manera que más integrantes del sector se acogieran a la ley. 


Si bien sabemos que este sistema fue creado particularmente para los vendedores ambulantes, estamos 
planteando la posibilidad de extenderlo a otros sectores de la vida informal de nuestro país. El sector de 
trabajo informal ha sido uno de los que más ha crecido en el último tiempo; lamentablemente, hoy por hoy lo 
que está más extendido es el informalismo. Muchas de estas actividades se dan en el interior, sobre todo en el 
entorno familiar; ejemplos de ellas se encuentran en el sector de fabricación de ladrillos artesanales y en los 
de recolección y venta de arena y leña. 


Como movimiento sindical hemos estado en contacto con el sector ladrillero. En el congreso que realizaron 
en octubre del año pasado resolvieron que aportarían a la seguridad social en la medida en que existiera una 
ley que los contemplara e incluyera en el sistema. Habrá que ver mediante qué propuestas se puede concretar 
esto. 


SEÑOR FILGUEIRA.- Soy de Juan Lacaze; integro el gremio textil y también el Secretariado. 


Voy a referirme a los proyectos relativos a propuestas para cincuentones y a seguro de paro, que son temas 
que nos tocan muy de cerca y están muy relacionados con la reducción de años de servicio y de años de edad 
para acogerse a los beneficios jubilatorios. Ya han cerrado grandes empresas, ya no son viables; por ello, nos 
encontramos ante una situación muy delicada que debe tener una solución social. Así se encaró en Juan 
Lacaze en 1994, a través de la Ley N” 16.528, con la que se pudo paliar un poco la situación. 


Cuando uno comenzó su actividad laboral era muy chico, tenía 15, 16 6 17 años, y cuando cierran estas 
empresas, a los cincuentones nos cuesta reengancharnos en la actividad; inclusive, muchas veces terminamos 
trabajando en negro. 


Entendemos que, como se hizo en 1994, se pueden bajar los requisitos de edad y de años de trabajo. De este 
modo, con 55 años de edad y 30 años de trabajo la persona podría jubilarse, percibiendo el 70% de una 
jubilación normal. Cuando la persona cumpliera los 60 años, se podría actualizar su jubilación, llevándola a 
los valores normales. 


Insistimos en que esto puede volver a hacerse; fue muy importante cuando se implementó en Juan Lacaze. Si 
no se hubiera hecho, Juan Lacaze se habría convertido en un pueblo fantasma; esto le solucionó la vida a 
gente que había trabajado mucho más de 30 años, que quedaba en la calle, sin ninguna cobertura social, y 
tenía que esperar hasta los 70 años para acceder a una pensión por edad avanzada. 


Hay otro tema importante para nosotros que nos preocupa porque el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
está ocupándose de él, pero con una visión distinta a la que nosotros tenemos de la justicia social: el seguro 
de paro. El Ministerio tiene un proyecto por el que pretende reducir el seguro de paro y nosotros entendemos 
que, teniendo en cuenta la situación que estamos atravesando, se tendría que obrar en sentido contrario. 
Como en otras oportunidades, junto con la Junta Nacional de Empleo se podría extender el seguro de paro, de 
modo de que la gente se fuera reinsertando a la actividad laboral mediante los cursos que implementa la 
JUNAE. Pero para esto necesitamos la extensión del seguro de paro, porque no es fácil cambiar al trabajador 
que tiene muchos años en la misma actividad; antes de volver a insertarlo hay que reeducarlo. En ese sentido, 
la JUNAE ha hecho un trabajo muy importante. 


Estamos hablando de una extensión de seguro de paro que, como mínimo, alcance los 30 meses. Habría que 
llevar un control de la gente que se apunta, que no podría renunciar más de dos veces a un empleo en el que 
el salario no fuera menos del 50% del que percibía. 


Creemos que en los momentos que se están viviendo estos dos proyectos son muy importantes, porque 
mucha gente cincuentona que se queda sin trabajo no puede reengancharse en la actividad. 


SEÑOR OTONELLO.- Quería contarles cuál ha sido el largo camino que ha transitado nuestra 
Comisión. 


Como lo plantearon los compañeros, el trabajo empezó con la recopilación de estos proyectos de ley que 
fueron presentados a la Mesa Representativa del PIT-CNT. El 12 de agosto de 2003, los proyectos fueron 
presentados en el Parlamento y el 6 de setiembre del mismo año nos reunimos con el Ministro Pérez del 
Castillo. Le presentamos los proyectos y quedó planteada la posibilidad de integrar una Comisión técnico- 
política para llevarlos adelante. 


Estos proyectos, que tienen por objeto solucionar los problemas de miles de uruguayos, quedaron muy bien 
identificados con el nombre y apellido de los Diputados que los estaban impulsando. Inclusive, un grupo de 
compañeros recorrió la gran mayoría de los departamentos del interior del país y se hizo presente en casi 
todas las Juntas Departamentales y Locales; en esos ámbitos también quedó constancia de estas iniciativas y 
de nuestra intención de solucionar estos problemas. 


Sabemos que hay posibilidades de concretarlos en virtud de que los indicadores económicos oficiales reflejan 
que la situación actual sería más favorable. Tratándose de seguridad social, más que pensar en solucionar los 
problemas de la gente hay que tratar de lograr cierta justicia. En el fondo, lo que queremos evitar es la 
exclusión de la gente de la seguridad social. En ese sentido hemos hecho todos estos planteamientos. 


SEÑOR HERMIDA.- La Ley_N*_ 16.713 es la única en el mundo que exige 35 años de trabajo 
documentados; no hay otra que los requiera. Estudios y proyecciones de nuestra realidad laboral 
actual demuestran que es ineludible que el trabajador promedio viva hasta los 70 años para que pueda 
jubilarse; eso es lo que surge de las proyecciones de la realidad actual. Estamos hablando de una etapa 
avanzada de la vida; por lo tanto, si seguimos con este sistema, pocos uruguayos podrán llegar a 
disfrutar de su jubilación. Por ello se impone la necesidad de ir resolviendo -aunque sea parcialmente y 
a través de los proyectos que estamos proponiendo- los problemas de grupos de trabajadores y 
ciudadanos uruguayos que están sufriendo consecuencias realmente muy graves. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece altamente positivo, no solamente para el movimiento sindical sino 
para el conjunto de la sociedad uruguaya, el hecho de que exista una comisión específica que, en 
representación de los trabajadores, se ocupe de la seguridad social. Digo esto porque desde un punto de 
vista muy personal, considero que el tema seguridad social no ha tenido una adecuada valoración de 
importancia por parte de los distintos actores políticos. 


Aclaro que todas las inquietudes que ustedes manifestaron, y que nos habían adelantado por escrito, me 
parecen esencialmente justas. 


Voy a hacer algunos comentarios, aunque quedamos a disposición de ustedes para una mayor explicitación, 
principalmente por lo acotado del tiempo de que disponemos. El primero de ellos tiene que ver con una 
cuestión que a veces da lugar a alguna confusión involuntaria -no crean que este es el primer caso que se da-: 
hay iniciativas de proyectos de ley -alguna de las cuales ustedes las mencionan en el memorando- que no 
pueden ser tratadas en el Parlamento como tales. 


El artículo 86 de la Constitución prescribe, precisamente, que en determinados aspectos de ajustes, de 
cómputos y de causales, tiene facultad de iniciativa el Poder Ejecutivo; significa en la práctica que el 
Parlamento no puede tratar y mucho menos aprobar proyectos de ley que contengan alguno de los aspectos 
que mencioné. Desde el punto de vista estrictamente parlamentario, existe una figura que se llama minuta de 
comunicación, a través de la cual se puede plantear cualquier proyecto, cualquier idea, y en lo formal, en la 
Cámara, lleva el mismo tratamiento que un proyecto de ley: puede ser presentado por iniciativa de uno o más 
legisladores, remitido por la Comisión correspondiente y allí se aprueba es trasladado al tratamiento de la 
respectiva Cámara, donde si se aprueba pasa a la otra, con el mismo trámite, o sea, primero en la Comisión 
respectiva y luego en el plenario. Es decir que desde el punto de vista del procedimiento, el tratamiento es 
idéntico al de un proyecto de ley. Una de las diferencias es la que señalaba recién en cuanto a los proyectos 
de ley, y no es una diferencia menor -como se darán cuenta- porque no basta con tener la voluntad de 
impulsarlos -y esto podría ser una prerrogativa de cualquier legislador-, sino que hay que contar con respaldo 
constitucional para poder hacerlo y en muchos casos no se tiene. 


El segundo comentario es que el efecto de una minuta de comunicación es totalmente distinto al de un 
proyecto de ley. El proyecto de ley obliga, en primera instancia, al Poder Ejecutivo, aunque este tiene el 
recurso del veto. En cambio, la minuta de comunicación no obliga en absoluto ni fija ningún plazo para que 
el Poder Ejecutivo se expida. 


Me parecía necesario aclarar esto, aunque parto de la base de que ustedes lo conocen porque la mayoría son 
trabajadores que vienen incursionando en esta área desde hace mucho tiempo. 


Lo que dije recién es aplicable -esto, como lo dije al principio, no tiene que ver con la justicia del planteo- al 
punto primero referido a la causal de jubilación por edad avanzada: para pasar de los setenta a los sesenta y 
cinco años se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Al respecto, los proyectos que se mencionan fueron 
presentados como proyectos de ley. Los legisladores que los presentaron, sean quienes sean, tal vez lo 
hicieron sin reparar en el hecho de que la iniciativa como proyecto de ley no se podía tratar, y entonces ahí se 
entra en la otra zona: si puede ser tratado como proyecto de ley o si puede ser una minuta de comunicación, 
pero se darán cuenta de que el alcance de una y otra opción es realmente distinto. Además, allí media la 
voluntad del legislador que presentó el proyecto de ley en cuanto a manifestar ante la Comisión -la que está 
absolutamente abierta a recibir cualquier tipo de planteo de parte de los legisladores- la posibilidad de que su 
proyecto de ley se convierta en una minuta de comunicación. Esto no quiere decir que en determinadas 
circunstancias la Comisión pueda decidir, por sí y ante sí convertir un proyecto de ley en minuta de 
comunicación. Pero ha habido casos -no voy a mencionar nombres porque no sería procedente- en que hemos 
invitado a la Comisión a legisladores que han presentado proyectos, a los efectos de discutir estas cosas que 
estoy mencionando, y la gran mayoría de las veces no hemos tenido respuesta, la que se sintetiza en su 
presencia en la Comisión. Me interesa que sepan esto, y no pretendo integrar un aspecto que si bien no es 
nuevo, tampoco es demasiado conocido. 


Sucede exactamente lo mismo respecto a las pensiones a la vejez y a los años de servicio para configurar 
causal común. Me ahorro el comentario porque naturalmente tengo mi opinión sobre todas estas cosas. 
Inclusive, podría abundar sobre alguno de los comentarios que se han planteado aquí y sobre el significado en 
la práctica que esto tiene, pero también requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, quiero hacer referencia a que el tema planteado por el doctor Saldain no llegó al Parlamento 
como iniciativa. 


El tercer punto, asignaciones familiares, daría para hablar largo rato. Ustedes han mencionado una cosa que 
es absolutamente cierta: el proyecto fue aprobado. Se trata de un proyecto de ampliación que como en los 
temas anteriores, requería iniciativa del Poder Ejecutivo. Así fue. Se envió un proyecto de ley que pasó 
primero por el Senado, luego llegó a Diputados con la aprobación de la Cámara Alta, aprobándose a finales 
del año pasado, más concretamente, el 30 de diciembre. De esa forma el proyecto quedó habilitado a ser 
remitido al Poder Ejecutivo. Antes de ayer nos enteramos de que hay un veto del Poder Ejecutivo, aparte de 
ese proyecto. Este veto no ha sido considerado todavía puesto que no llegó al Parlamento, por lo menos no 
tenemos noticias de que haya llegado. De manera que no podemos expedirnos sobre algo que no conocemos. 


Ustedes saben cuál es el procedimiento que se sigue cuando hay un veto del Poder Ejecutivo. Allí juega la 
voluntad de los distintos sectores parlamentarios que integran la Cámara. De acuerdo a los plazos 
establecidos -que son treinta días después de que el veto queda firme, es decir, establecido oficialmente-, 
después que ingresa a la Cámara a través del Vicepresidente de la República y al mismo tiempo Presidente de 
la Asamblea General, corren treinta días para interponer un recurso e intentar levantar el veto. En 
oportunidades anteriores esto ya ha sucedido. Al respecto no estoy planteando una opinión personal porque, 
insisto, no conozco el contenido, pero esa posibilidad existe dentro de los plazos que he mencionado. Todos 
conocen que para estos casos se necesitan mayorías especiales, más allá de que la Asamblea General se reúna 
en un solo Cuerpo con integrantes de ambas Cámaras. 


En cuanto a los subsidios por enfermedad hay un proyecto enviado por el Poder Ejecutivo -no sé si ustedes 
estaban en conocimiento de esto-, aprobado en el Parlamento. Me estoy refiriendo a la incompatibilidad con 
el cobro de otros subsidios por otros empleos que tienen un sistema de cobertura y que fuera un proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR HERMIDA.- Ese es el punto cuatro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de que nosotros los vamos a ilustrar con una información más 
precisa sobre estos temas, debo señalar que hay un proyecto a estudio del asesor letrado de la 
Comisión, tema que ustedes plantean en sexto lugar y que tiene que ver con la cuota mutual para 
jubilados y subsidiados por incapacidad. La Comisión resolvió pasar a estudio del doctor Sánchez este 
proyecto. Ya contamos con ese estudio, pero por razones obvias todavía no ingresamos a su análisis. 


En cuanto al punto anterior relativo a la compatibilidad entre trabajo y pensión por invalidez, hay un proyecto 
que habla de elevar el tope a tres. Originalmente, se planteaba que si lo que se percibía en el desempeño de 
determinado trabajo era superior al subsidio, este se perdía. Entonces, lo que ahora se establece es que el tope 
es hasta tres subsidios. Si los ingresos no llegan a triplicar el subsidio, queda vigente la compatibilidad entre 
el cobro del subsidio y la percepción de lo que se reciba por la actividad. Ese proyecto ya ingresó. Tengo aquí 
anotado que, además, fue aprobado; después confirmaríamos esta información. El señor Secretario me acota 
que, efectivamente, este proyecto fue aprobado en Comisión y que ahora está entre las iniciativas que van a 
ingresar en el próximo tratamiento de la Cámara de Diputados. Después seguirá el curso correspondiente al 
Senado. En esa situación está la iniciativa enviada por el Poder Ejecutivo. 


En cuanto a la cuota mutual para jubilados y subsidiados por incapacidad ya adelanté que está a estudio del 
asesor letrado de la Comisión, el doctor Sánchez. 


El punto séptimo sobre derecho de los concubinos, también implica una causal nueva, que se tendría que 
crear. Para esto también se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Me parece que este planteo es una 
reivindicación justa, sin perjuicio de que la Comisión lo tome en cuenta a los efectos de proyectarlo 
eventualmente como minuta de comunicación. 


El octavo punto refiere a las facilidades para pequeños patrones. Este también es un proyecto presentado por 
un legislador -como ustedes lo describen en este repartido- en junio de 2002. Con esta iniciativa también 
ocurrió algo parecido a lo que decía recién. Los proyectos presentados no se pueden tratar como tal; no 
tenemos facultades en el Parlamento para hacerlo, por lo que quedó allí. Debo aclarar que, de todos modos, el 
Diputado que presentó la iniciativa ya había comparecido en esta Comisión. Esta es la primera reunión 
formal de la Comisión en este año ya que recién reanuda su trabajo. Tal vez la Comisión reitere a los 
legisladores que presentaron los proyectos que concurran a los efectos de explicar y fundamentar lo que se 
plantea allí, y también expresar la voluntad de que el proyecto se convierta en una minuta de comunicación. 


Entonces, seguramente haremos un nuevo llamado a todos los legisladores que presentan un proyecto a fin de 
que comparezcan ante la Comisión. 


Quiero hacer una aclaración. Si esto no se da, no hay posibilidad alguna de que se concreten esas iniciativas. 
No se pueden tratar temas de este tipo por fuera del ámbito de la Comisión; no existe ese ámbito. Esto reza 
para las distintas Comisiones, no solo para esta. Por tanto, o se trata aquí, el interés se manifiesta aquí y la 
explicitación de la idea se presenta aquí, o no hay otra posibilidad. 


El noveno punto refiere a la mejora de la ley sobre los ambulantes y el monotributo. Creo que esta iniciativa 
es esencialmente justa y objetivamente cierta. Necesariamente hago un juicio de valor diciendo que no tuvo 
los alcances que se pretendía que tuviera al principio, cuando se presentó el proyecto. Naturalmente, hay que 
pergeñar una idea para ampliar las posibilidades a fin de que sean más las personas cubiertas por este 
beneficio. Pero, esto también requiere de iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Asimismo, el punto diez que ustedes plantean que en realidad son dos en uno refiere al seguro de paro y a la 
situación de los cincuentones. Es un problema fácilmente entendible y una de las situaciones más flagrantes 
que se dan desde el punto de vista social referido a la seguridad social. Aquí se describía bien: parece que a 
veces los trabajadores tienen que pagar la culpa de haber iniciado su trabajo registrado en el Banco de 
Previsión Social a los 18 o 20 años, porque llegan a los 55 años de edad con muchísimos años de trabajo pero 
sin la causal configurada. En la práctica -no estoy haciendo ninguna alegoría; esto es real-, esta gente queda 
sin trabajo y sin tener un lugar al que recurrir. 


Estoy convencido de que hay que encontrar una solución para este problema. En este caso, se requiere 
iniciativa del Poder Ejecutivo, como ocurre con el seguro de paro, acerca de lo cual han conversado con el 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


Sabemos que hay una idea para el seguro de paro que aún no se ha materializado en un proyecto; no se 
extienden los plazos establecidos sino que se aumentan al principio y se van disminuyendo al final, con la 
expectativa de que ello constituya un incentivo para que el beneficiario busque y encuentre trabajo. No voy a 
seguir adelante con este comentario; esta fue la idea que se trasmitió públicamente cuando se anunció el 
proyecto. 


Aunque a veces se pretenda hacer algunas divisiones un tanto artificiales, trabajadores y jubilados integran el 
sistema de seguridad social. 


Quiero informarles que a fines del año pasado se presentaron ante la Comisión dos minutas de comunicación: 
una sobre los incrementos de los montos de jubilaciones y pensiones y otra sobre la prima por edad. Hay 
alrededor de 120.000 jubilados que están percibiendo la prima por edad. En virtud de que esto se vio alterado 
por una disposición del Acto Institucional N* 9, se supone que hay entre 85.000 y 90.000 que no la cobran, 
aunque llegan a la edad estipulada de 70 años. 


SEÑOR RONGOLINO.- Ya que el señor Presidente mencionó el Acto Institucional N” 9, quiero traer a 
colación un reclamo que les debe haber llegado reiteradamente: el de muchas personas que trabajan en 
condiciones insalubres y de alto riesgo que no llegan a configurar causal jubilatoria. Lo que ocurre es 
que, como al final de la norma se hace referencia a los últimos 10 años, pierden la bonificación si 
continúan trabajando. Por otra parte, las reglamentaciones laborales no permiten que quienes 
trabajan en esas condiciones superen los 55 años de edad. 


En esa situación está uno de nuestros compañeros, que es empleado de CONAPROLE, y yo, como 
funcionario de UTE, conozco el caso de los torreros que trabajan con alta tensión. Hay otros ejemplos de este 
tipo; se trata de personas que no pueden configurar la causal jubilatoria a pesar de haber trabajado durante 
toda su vida en condiciones insalubres o de alto riesgo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está claro. El año pasado recibimos una delegación del sindicato de 
trabajadores de CONAPROLE que nos dejó un memorándum; el tema está entre los que la Comisión 
tiene pendientes. 


También está pendiente una cuestión relativa estrictamente a los jubilados: el 1% que se les sigue aplicando 
en el área de Industria y Comercio. 


Por otra parte, hay un proyecto de ley que -salvando la división artificial que se da entre activos y pasivos- 
refiere a la modificación del artículo 22 de la ley N” 16.713. La cuestión es que, después de finalizado el 
subsidio -cuyo plazo máximo es de tres años-, la persona queda prácticamente en la calle porque para acceder 
al subsidio tiene que firmar el cese. El proyecto establece que el único cese que se puede firmar es el relativo 
al cobro del sueldo o de los jornales correspondientes. Si la persona pasa a cobrar el subsidio deja de cobrar 
el sueldo. El cobro es lo único que cesa; no cesa el trabajo. 


Hay ejemplos de sobra; aquí hemos recibido algunas delegaciones que han planteado situaciones dramáticas. 
Hay trabajadores que han superado su enfermedad y, cuando termina el subsidio, la Junta Médica establece 
un baremo inferior. Entonces, de acuerdo con lo que establece el artículo 22 de la Ley N* 16.713, la persona 


no puede volver a su lugar de trabajo. Estamos hablando de que esto ocurre cuando la gente supera la 
situación de enfermedad, para lo que muchas veces cuenta la voluntad del involucrado. 


SEÑOR HERMIDA.- ¿Eso se da en la actividad pública y en la privada? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, en ambas. 

(Diálogos) 

SEÑOR RONGOLINO.- ¿El proyecto se refiere a la nueva vinculación con la empresa? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede suceder que, según el área en la que trabaje, la persona acceda a 2 
años de beneficios de la ex DISSE. Agotado ese plazo y si la enfermedad no es superada, luego de pasar 


por la Junta Médica empezaría a cobrar el seguro por enfermedad, siempre que no se declarara la 
incapacidad total para todo tipo de actividades y debiera acogerse a los beneficios jubilatorios. En el 
caso de que se concediera el subsidio, el plazo máximo es de 3 años, pero hay enfermedades que 
requieren un tratamiento prolongado y, luego de realizado, si la persona se recupera, no puede volver a 
su lugar de trabajo. 


SEÑOR HERMIDA.- ¿Quién elevó ese proyecto? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Un servidor. 


El otro tema se refiere a la situación de la Ley N* 17.449, que tiene que ver con la reparación a los presos, 
exiliados y dirigentes sindicales que tuvieron que pasar a la clandestinidad durante la dictadura. 


Simplemente, en la próxima entrevista a la que concurrirá el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social - 
por otro asunto- le vamos a manifestar la inquietud de la Comisión acerca de un anteproyecto de ley que 
todavía no ha ingresado al Parlamento -aparentemente está en el Ministerio-, que apunta a extender los plazos 
de la Comisión Especial que crea la propia ley, en el sentido de cumplir con la voluntad de que no haya 
ninguna denegatoria ficta en el pronunciamiento de la Comisión. 


Como sabemos que ese anteproyecto existe, plantearemos al señor Ministro la inquietud de que sea remitido 
lo más rápidamente posible al Parlamento. 


También hay otras iniciativas que seguramente ustedes conocen, como el tema de los topes para los jubilados 
por la ley anterior -que está en trámite-; al respecto hay un proyecto de ley, no una minuta de comunicación, 
presentado específicamente. Como los invitados sabrán, paralelamente hay un reclamo judicial en ese 
sentido. 


SEÑOR GAMBETTA.- El señor Presidente tiene algunas ventajas con relación a quien habla y ellas 
son: primero, que sabe mucho de estos temas, segundo, que es el Presidente, y tercero, que tomó 
primero la palabra. Por lo tanto, todo eso me exime de comentar lo que ya está comentado, con lo cual 
estoy de acuerdo en casi todos sus términos. 


Me parece muy positiva esta visita; la considero como una reunión de trabajo, que no estaría mal que se 
reiterara más a menudo. 


De todas maneras, quiero agregar un detalle más a lo que él les decía, que aunque es negativo hay que 
mencionarlo. El señor Presidente les hablaba acerca del impedimento que nos otorga el artículo 86 de la 
Constitución -algo que ustedes ya conocen-, en lo que tiene que ver con la iniciativa del Poder Ejecutivo en 
muchos temas de los que él ya ha abundado. Pero yo les reitero una limitante más: recuerden que estamos en 
el último año de la Legislatura y que, por lo tanto, cualquier aumento de gastos colide con el precepto del 
artículo 229 de la Constitución, que prohíbe al Poder Legislativo -tal cual lo indica un informe que nos ha 
efectuado el asesor letrado- aprobar presupuestos, crear cargos, determinar aumentos de sueldos y de 
pasividades y aprobar aumentos en las partidas de jornales y contrataciones, en los doce meses anteriores a la 
fecha de las elecciones ordinarias. 


Por lo tanto, más allá de la justicia, de lo bueno que puedan ser algunas propuestas e iniciativas, este año 
tenemos esa limitación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como decía recién el señor Diputado Gambetta, seguramente esta no será la 
última oportunidad en que nos veamos. 


En lo particular -estoy seguro de que el señor Diputado Gambetta me acompañará en esto-, estoy a 
disposición de ustedes para cualquier consulta que quieran realizar, en el momento y en el lugar que 
determinen, más allá del formal recibimiento que podamos acordar. 


La Comisión de Legislación del Trabajo agradece la presencia de la delegación de la Comisión de Seguridad 
Social del PIT-CNT. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 15 y 43) 


Tínaa dal nia da nárina 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


